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ASUNTO

Procede la Sala a resolver el recurso de apelación presentado por la doctora  FRANCISCA  PACHECO RENTERIA, contra la providencia adiada el 5 de noviembre de 2010 proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Chocó
, mediante la cual fue sancionada la apelante con suspensión de un (1) mes en el ejercicio de la profesión, tras ser hallada disciplinariamente responsable de la falta descrita en el numeral 4° del artículo 54  del Decreto 196 de 1971 y del deber contemplado en el artículo 47 numeral 4º del mismo complejo normativo. 

HECHOS Y ACTUACIÓN PROCESAL
1.- El 8 de abril de 2008, la señora CANDELARIA RAMÍREZ MOSQUERA interpuso queja contra la abogada FRANCISCA PACHECO RENTERÍA, quien en representación del ICETEX, la requirió para el pago de un préstamo educativo, con dicha entidad, razón por la cual le entregó varias sumas dinerarias, como abono al mismo, desde el año 2003, por un monto de SETENTA Y CINCO MIL PESOS ($75.000 M/CTE), pero extrañamente dicha profesional no entregó los dineros al ICETEX en el año 2004, momento en el que la togada se comprometió a realizarlos, posteriormente la quejosa solicitó un nuevo crédito en el año 2008, que no fue concedido por que se encontraba reportada en DATACREDITO, por las sumas que la abogada FRANCISCA PACHECO RENTERÍA recibió y no fueron consignadas.
2.- Mediante auto del 12 de mayo de 2008, se ordenó el inicio del trámite preliminar, en el que se solicitó a la oficina de Registro Nacional de Abogados, la certificación de la calidad de abogada de la profesional del derecho FRANCISCA PACHECO RENTERIA, lo cual efectivamente se realizó, mediante oficio radicado  con el número 1701 en el que se constató la vigencia de la tarjeta profesional Nº 117040, expedida el 5 de septiembre de 2002 (Folio 4 del c.o)

3.- Con proveído del 25 de agosto de 2008, se ordenó la apertura del proceso disciplinario contra la togada y se dispuso como fecha para la realización de la audiencia de pruebas y calificación provisional el día 5 de diciembre de 2008 (Folio 6 del c.o)

4.- La audiencia precitada no pudo llevarse a cabo en la fecha prevista, y con posterioridad se realizó el aplazamiento de la misma en SEIS (6) oportunidades (Folio 11 a 33 del c.o).

5.- El día 11 de febrero de 2010, se llevó a cabo la audiencia de pruebas y calificación provisional, una vez instalada la misma, se procedió a darle lectura a la queja, a continuación se trasladó el uso de la palabra a la disciplinable, quien rindió versión libre, señalando que en el año 2002 cuando terminó sus estudios como abogada una amiga llamada MIRYAM ROMAÑA PALACIOS, llevaba la cartera de ICETEX, en ese entonces la directora del ICETEX era la señora HELENA ROMAÑA, y como en ese tiempo su amiga adquirió un nuevo trabajo en la Fiscalía de Cali, y le sustituyó los poderes correspondientes con el consentimiento de la Directora de la época, por lo cual le entregaron mas de 100 procesos para efectos de la realización del correspondiente cobro coactivo, y desde el 2002 empezó a recuperar cartera de ICETEX, los usuarios no tenían que cancelarle directamente a ella, en el ICETEX se les daba un recibo de pago y se lo presentaban a ella y ella lo presentaba en el ICETEX y sobre ello le daban el 20% por su gestión, entre tales deudores se encontraba la quejosa, a quien nunca le recibió dinero directamente, con posterioridad en el año 2007, la cuñada de la investigada señora LUZ MARINA SALAMANDRA, le comentó a la togada que la denunciante le había dejado la suma de CIEN MIL PESOS M/CTE ($100.000) con ella, suma que efectivamente le entregó, seguidamente la investigada recibió una llamada de la directora del ICETEX AZAY RICARD, quien le comentó que la denunciante se estaba quejando y diciendo que le había entregado a la letrada $100.000 más, por lo cual se dirigió a la entidad y le suspendieron la cartera, razón por la que hizo entrega efectiva de los procesos.

Finalmente, se solicitaron las siguientes pruebas de oficio:

5.1. Se ofició al ICETEX para que suministraran la siguiente información:

5.1.1 Certificaran hasta cuándo prestó sus servicios la señora FRANCISCA PACHECO RENTERIA.

5.1.2 Se informara si tenían conocimiento de la queja presentada por la señora CANDELARIA RAMÍREZ MOSQUERA.

5.1.3 Certificaran en qué estado se encontraba el crédito de la quejosa hasta el año 2008.  

5.1.4 Allegaran  copia del recibo de consignación por valor de $100.000, a favor de la quejosa.

5.1.5 Informaran cuál es la dirección de la doctora AZAY RICARD, para  citarla y escucharla en declaración bajo juramento.

Finalmente, se fijó como nueva fecha para la continuación de la audiencia de pruebas y calificación provisional el día 4 de marzo de 2010 (Folio 34 a 35 y 1 CD).

6.- Más adelante, el 3 de marzo de 2010, se allegó al expediente un documento emitido por la doctora LESVIA LEONOR LILOY MURILLO, en calidad de coordinadora del ICETEX-CHOCÓ (Folio 42 a 44 del c.o), donde informó lo siguiente:

6.1. Con respecto a la prestación de los servicios de la doctora FRANCISCA PACHECO RENTERIA, se informó que la Seccional no guarda archivos correspondientes a años anteriores, de igual manera se informó que no se tenia conocimiento de la queja presentada por la señora CANDELARIA RAMÍREZ MOSQUERA

6.2. En lo relacionado al estado del crédito de la quejosa, se anexó copia del estado total del crédito.

6.3. Se informó que el seccional no poseía copia del recibo de consignación de años anteriores.

6.4. Informó la dirección de la doctora AZAY RICARD HURTADO: CL 61N Nº 2AN-75, barrio los Álamos de la ciudad de Cali (Valle del Cauca), con numero de teléfono 6647485.

7.- A continuación, el 21 de mayo de 2010, rindió declaración la señora AZAY GEMMA RICARD HURTADO, quien manifestó que conoció a la doctora FRANCISCA PACHECO RENTERIA, como abogada externa del ICETEX-CHOCÓ, expresó que no conocía a la quejosa, que sólo recordaba su fisonomía, de igual manera señaló que no recuerda alguna situación especial relacionada con el crédito de la señora CANDELARIA RAMÍREZ MOSQUERA, señaló que en el momento que recibió la comunicación, procedió a llamar a la doctora LESVIA LEONOR LILOY MURILLO, y le preguntó si existía algún documento  o registro de la situación reportada por la señora CANDELARIA RAMÍREZ MOSQUERA, enterándose de que la documentación fue trasladada a la ciudad de Bogotá, por lo tanto no le era posible establecer los pormenores de la situación de la quejosa (Folio 73 y 74 del c.o).

8.- Seguidamente, el día 31 de mayo de 2010, se radicó un poder otorgado por la abogada investigada, para efectos de ser representada dentro de la actuación disciplinaria por la doctora DANNY PALACIOS BALDOSEA (Folio 61 del c.o).

9.- Más adelante, el 24 de junio de 2010, tuvo lugar la continuación de la audiencia de pruebas y calificación provisional, una vez instalada, se reconoció personería a la apoderada de la disciplinable,  posteriormente se dio traslado a la representante de la togada, del documento referenciado con antelación remitido por el ICETEX (Folio 42 a 44 del c.o), así como los extractos del crédito de la quejosa y de la declaración de la doctora AZAY GEMMA RICARD, a efectos de que se pronunciara sobre los mismos, la Magistrada sustanciadora, le preguntó a la declarante que porque razón no se exhibían los abonos entregados por la quejosa a la togada en los extractos del crédito educativo de la misma, respondiendo a ello que esa documentación reposa en el ICETEX, por consiguiente se ordenó oficiar a la Dirección Nacional de dicha entidad, a efectos de que allegaran copia de la documentación relacionada con las actuaciones de la abogada FRANCISCA PACHECO, como abogada externa de la misma, incluyendo la copia del recibo de la consignación realizada por la togada a nombre de la señora CANDELARIA RAMÍREZ e igualmente el contrato de prestación de servicios que la citada profesional suscribió con dicha entidad, se suspendió la audiencia señalándose el día 26 de julio de 2010, para la continuación de la misma (Folio 84 y CD 2). 

10.- El 26 de julio de 2010, el doctor CAMPO ELÍAS VACA PERILLA, en su calidad de Jefe de la Oficina de Asesoría Jurídica del ICETEX, allegó un documento al expediente, en el que consta que una vez revisadas las bases de datos de la entidad, no se encontraron documentos relacionados con algún tipo de vinculación bien por prestación de servicios o legal y reglamentaria de la abogada FRANCISCA PACHECO RENTERÍA, y por otra parte que no se evidencia consignación alguna por la suma exacta de dinero indicada en el requerimiento (Folio 88 a 91 del c.o).

11.- Más adelante, el día 24 de agosto de 2010, se llevó a cabo la continuación de la audiencia de pruebas y calificación provisional, se procedió a trasladarle a la apoderada de la disciplinada, la prueba documental allegada por el ICETEX (Folio 88 a 91 del c.o), posteriormente se escuchó en ampliación de queja a la denunciante, quien no aportó información distinta a la consignada en la queja, finalmente la Magistrada de instancia ordenó la practica de las siguientes pruebas:

11.1 Escuchar la declaración de la doctora MARÍA HELENA ROMAÑA, ex-directora del ICETEX-QUIBDÓ.

11.2 Oficiar al ICETEX-QUIBDO, para que informara si la investigada prestó sus servicios a dicha oficina, y para que allegara copia de la forma de la vinculación de la misma, y las fechas en que actuó como apoderada de la entidad.

11.3 Enviar nuevamente la solicitud a la Dirección Nacional del ICETEX-BOGOTÁ, para darle a conocer que la disciplinable, actuó como apoderada de la seccional Quibdo, y verificar si se llevó a cabo la remisión a Bogotá por parte de esta Seccional de la documentación relacionada con la situación objeto de estudio.

Finalmente se fijó como nueva fecha para la continuación de la audiencia el día 14 de septiembre de 2010 (Folio 100 y CD 3).

12.- Llegado el día 14 de septiembre de 2010, teniendo en cuenta que no existía constancia de que se hubiera citado a la doctora MARÍA HELENA ROMAÑA DE RODRÍGUEZ, ni constancia de que se hubiere enviado la comunicación a la doctora MARTHA LUCÍA VILLEGAS BOTERO, Presidenta Nacional del ICETEX, por tanto como con el material allegado no podía tomarse una decisión, se ordenó reiterar los oficios dirigidos a la oficina de ICETEX en Quibdó y a la Dirección Nacional del ICETEX con sede en Bogotá, y se fijó la continuación de la audiencia para el 7 de octubre de 2010 (Folio 107 y CD 4).

13.-   El 17 de septiembre de 2010, el Jefe de la Oficina de Asesoría Jurídica del ICETEX, el señor CAMPO ELIAS VACA PERILLA, reiteró lo dicho en el oficio remitido el 26 de julio de 2010, por lo que anexó copias de las certificaciones que ya obran en el expediente, en las que se confirmó que no encontraban documentación alguna que acreditara la vinculación de la investigada con dicha entidad (Folio 108 a 117 del c.o)

14.- Posteriormente, el 7 de octubre de 2010, se llevó a cabo la continuación de la audiencia de pruebas y calificación, concurrió la señora MARÍA HELENA ROMAÑA DE RODRÍGUEZ, a rendir declaración, quien señaló que del año 1998 hasta febrero del 2004, fungió como directora del ICETEX, manifestó que conoció a la doctora FRANCISCA PACHECO, cuando se vinculó a la entidad mediante contrato para efectos de recaudar cartera morosa, aseveró que no recordaba a la quejosa, recalcó que no se percató de ningún inconveniente en la gestión de la investigada, en respuesta a la indagación de la Magistrada la declarante adujo que los abogados externos consignaban a la entidad, y las mismas quedaban registradas a nivel seccional y en Bogotá, y para el momento en que terminó su cargo, no tuvo conocimiento de la irregularidad traída de presente por la señora CANDELARIA RAMÍREZ, seguidamente se le exhibió la información relacionada por el ICETEX, y le preguntaron si las dos sumas dinerarias entregadas por la quejosa, deberían aparecer en el sistema del ICETEX lo cual asintió, finalmente dejó constancia que la investigada era abogada externa del ICETEX y si no hubiera tenido vinculación con la entidad no se le hubiese permitido la gestión de cobro de cartera, y que toda consignación a favor de dicha entidad se realizaban en el banco y la misma debería constar en el sistema.

Posteriormente, se le trasladaron a la apoderada de la investigada las pruebas documentales allegadas por el ICETEX (Folio 108 a 117 y 122 del c.o), quien indicó que su poderdante no allegó los recibos de consignación porque se extraviaron y no recuerda la fecha en que se realizó.

Posteriormente, la Magistrada procedió a formular cargos, contra la doctora FRANCISCA PACHECO RENTERIA, tras considerar que la disciplinable al no haber consignado en el ICETEX, los dineros entregados por la quejosa posiblemente incumplió el deber consagrado en el numeral 4º del artículo 47 del Decreto 196 de 1971, y por lo cual podía estar incursa en la falta contemplada en el artículo 54 numeral 4º del mismo complejo normativo, en la modalidad dolosa, finalmente señaló la Magistrada que la audiencia de juzgamiento se llevaría a cabo el día 20 de octubre de 2010 (Folio123 y CD 5 del c.o). 

15.- Llegado el 20 de octubre de 2010, la Magistrada de instancia instaló la audiencia de juzgamiento,  la disciplinable directamente procedió a la exposición de los alegatos de conclusión, adujo que es falsa la aseveración de la quejosa consistente en asegurar que ella recibió dinero frente a su esposo, señaló que la doctora HELENA ROMAÑA, no la contrató solo que una amiga le sustituyó los procesos, y que dicha afirmación constaba en los procesos que se adelantaban en varios Juzgados Civiles, de igual manera afirmó que nunca consignó en bancos, que siempre se le entregaba el dinero en caja menor a la doctora HELENA ROMAÑA DE RODRIGUEZ y ella emitía unos recibos, y finalmente agregó que no le es posible allegar tales recibos en la medida en que cambió de oficina y no guardó ningún documento.

Seguidamente intervino la apoderada de la doctora FRANCISCA PACHECO, y solicitó que se tuvieran en cuenta las argumentaciones presentadas por su poderdante, y en el mismo sentido que la conducta no fuera catalogada como dolosa. (Folio 129 y CD 6 del c.o)

DE LA SENTENCIA APELADA
El 5 de noviembre de 2010, la Sala de instancia profirió sentencia mediante la cual se sancionó con un (1) mes de suspensión en el ejercicio de la profesión a la abogada FRANCISCA PACHECO RENTERIA, tras hallarla responsable de la falta descrita en el numeral 4° del artículo 54 del Decreto 196 de 1971 y por haber infringido el deber consagrado en el articulo 47 numeral 4º del mismo decreto (Folio 136 a 147 del c.o)

Encontró la Sala de instancia plenamente probados los elementos constitutivos de la falta endilgada, y de su actuar doloso, en la medida en que la profesional del derecho, actuó en contravía de los principios de ética, lealtad y honestidad, con que deben actuar los abogados, en sus relaciones con los clientes y la contraparte, pues la quejosa confió que el dinero que estaba entregando en calidad de abonos, efectivamente estaba ingresando a las cuentas del ICETEX, y por consiguiente sería descontado de su deuda con dicha entidad, lo cual no se llevó a cabo efectivamente por la profesional del derecho, perjudicando a la quejosa, igualmente se acreditó a folio 90 del c.o que el último pago abonado al crédito, se registró el 28 de febrero de 2003, fecha en la cual la togada aún no se encontraba vinculada al ICETEX.

Por lo anterior consideró la primera instancia que la togada incurrió en una falta contra la honradez, en la modalidad dolosa, puesto que la profesional del derecho conocía las consecuencias que se generarían por no consignar, ni reportar adecuada y oportunamente al ICETEX, los pagos que le habían sido efectuados por la quejosa.

DE LA APELACIÓN

En escrito presentado el 12 de noviembre de 2010 (Folio 151 a 154 del c.o), la doctora FRANCISCA PACHECO RENTERIA, sustentó el recurso de apelación interpuesto contra la decisión tomada por el a quo.

En la sustentación del recurso se trataron variedad de temas que se relacionan a continuación: 

· Se solicitó la nulidad de la actuación a partir del pliego de cargos por la existencia de irregularidades sustanciales que afectan el debido proceso: este argumento se fundamentó  en el artículo 98 numeral 3° de la Ley 1123 de 2007, en la medida en que el pliego de cargos fue formulado de manera insuficiente, pues se fundó en la falta contenida en el articulo 54 numeral 4° del Decreto 196 de 1971 y en aras de la legalidad, se debió complementar con los presupuestos contemplados en el numeral 3° de dicho artículo relativo a la retención.
Por otra parte, se afirmó no existe una argumentación fáctica sólida en punto de la sustentación de la falta a imputar.

· Se pidió la prescripción de la acción disciplinaria: por cuanto los hechos y las circunstancias parten del año 2003 o 2004, como lo indica la misma denunciante y hasta la fecha han transcurrido siete o seis años, por lo cual considera que fue sancionada injustamente en el proceso disciplinario, de conformidad con lo establecido en el articulo 88 del decreto 196 de 1971 reformado por la Ley 20 de 1972.
· Arguye que en el trámite del proceso disciplinario se debió escuchar la declaración de la cuñada de la togada señora LUZ MARINA SALAMANDRA MARTÍNEZ, así como la versión de su esposo el señor NICOLÁS SALAMANDRA MARTÍNEZ, por la relevancia que revestía su intervención para el proceso disciplinario.

· La recurrente adujo que la sentencia recurrida emplea en la parte resolutiva, una formula prevista en el “articulo 35 de la Ley 270 de 1996”, se contempla “ADMINISTRAR JUSTICIA EN NOMBRE DEL PUEBLO Y POR AUTORIDAD DE LA LEY” Y LA LEY ESTABLECE “ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY”.

· Afirma que en la sentencia se hace referencia al término impreciso de indagación preliminar, cuando en estricto sentido se trata de un trámite preliminar de conformidad con el artículo 104 de la Ley 1123 de 2007, lo cual denota poco rigor para adoptar las decisiones de fondo.

· Asegura que no se demostró la entrega de dinero que mencionó la señora CANDELARIA RAMÍREZ en su queja, por lo cual resultaron indeterminadas e improbadas sus afirmaciones.

· Finalmente, señaló la apelante que la versión libre rendida el 11 de febrero de 2010, no puede ser tomada como una confesión, insistió que los únicos dineros recibidos fueron los que se dejaron con su cuñada y que fueron cancelados efectivamente en el ICETEX y no es su responsabilidad el hecho que no existan esos registro en dicha entidad.

· Y que el testimonio de la ex directora del ICETEX, MARÍA HELENA ROMAÑA DE RODRÍGUEZ, no habilita para deducir la existencia del hecho, por lo cual en el caso concreto existe duda que debe favorecer a la disciplinable

ACTUACIÓN DE LA  SEGUNDA INSTANCIA

Mediante auto del 9 de marzo de 2011 esta Superioridad avocó el conocimiento de la presente actuación, se ordenó correr traslado al Ministerio Público por el término de 5 días para rendir el concepto correspondiente, igualmente se instó a la Secretaria Judicial de esta corporación, para que allegara los antecedentes disciplinarios de la abogada y se informara si en contra de la inculpada cursaban otras investigaciones (Folio 5 del c.o de segunda instancia).

La Secretaría Judicial de esta Superioridad, efectivamente allegó el certificado de antecedentes disciplinados de la investigada con fecha 25 de abril 2011 donde consta que la doctora FRANCISCA PACHECO RENTERIA no registra antecedentes disciplinarios (Folio 11 del c.o de segunda instancia), de igual forma se acreditó mediante certificación, que contra la togada mencionada no cursan otras investigaciones ante esta superioridad (Folio 12 del c.o de segunda instancia).

CONSIDERACIONES

1.- De la competencia.
La competencia de la Sala para decidir el presente asunto está dada por los numerales 3º del artículo 256 de la Constitución Política, 4º del artículo 112 de la Ley 270 de 1996 y el artículo 59 numeral 1° de la Ley 1123 de 2007.

2.- De la inculpada. 

De la prueba allegada, se pudo establecer que la abogada FRANCISCA PACHECO RENTERIA,  se identifica con la cédula de ciudadanía No. 54.254.454 y es titular de la tarjeta profesional vigente número 117040 expedida por el Consejo Superior de la Judicatura (Folio 6 del c.o. de primera instancia).

3.-  De la Apelación.
Procede la Sala a pronunciarse únicamente sobre los motivos de discrepancia planteados en la impugnación y a lo inescindiblemente ligado a ello, en atención a lo dispuesto en el artículo 179 del C. de P. P. (Ley 906 de 2004), aplicable a los procesos disciplinarios seguidos contra abogados, por remisión expresa del artículo 16 de la Ley 1123 de 2007, en consecuencia el análisis se circunscribirá a lo que es materia del recurso. 

4.- Del caso concreto. 

El 5 de noviembre de 2010, la Sala de instancia sancionó con un (1) mes de suspensión en el ejercicio de la profesión a la abogada FRANCISCA PACHECO RENTERIA, tras hallarla responsable de la falta descrita en el numeral 4° del artículo 54 del Decreto 196 de 1971 y por haber infringido el deber consagrado en el articulo 47 numeral 4º del mismo decreto (Folio 136 a 147 del c.o)

Para proceder a realizar el análisis correspondiente a los argumentos esgrimidos en la sustentación del recurso que se pretende desatar, resulta pertinente indagar sobre si en el caso concreto operan figuras que no posibiliten el estudio de fondo del caso traído en autos, por lo cual se procede inicialmente  a considerar la concurrencia o no del fenómeno de la nulidad.

4.1.- De la nulidad:
En lo relativo a la declaratoria de nulidad solicitada por la apelante, antes de  estudiar la procedencia o improcedencia de dicha figura, en primera medida en lo relacionado a la determinación de la togada como responsable de la falta contemplada en el artículo 54 numeral 4° y no de la falta consignada en el numeral 3° del mismo artículo.

En repetidas ocasiones esta Sala ha determinado que en aras de garantizar una mayor riqueza descriptiva, se subsume el estudio de la falta contemplada en el numeral 3° del artículo 54 del Decreto 196 de 1971 en la consignada en el numeral 4° del mismo artículo, lo cual se llevó a cabo en debida forma en el estudio de la primera instancia. Motivo por el cual se considera que en este punto no es dable sustentar la procedencia del instituto de la nulidad a efectos de desvirtuar la integridad jurídica del proceso en cuestión.

Finalmente, en lo relativo a la argumentación fáctica que sustentó la falta que se impuso a la togada en el trámite de la primera instancia, esta Sala considera que se expuso de una manera clara y coherente y a diferencia de lo expuesto por la recurrente existe sustento fáctico sólido para fundamentar la falta descrita. 
4.2.- De la prescripción:
En general la prescripción de la acción es una figura de orden público, en virtud de la cual cesa la potestad punitiva o castigadora -ius puniendi- del Estado, con ocasión del cumplimiento de los términos específicos señalados en la ley, sobre este particular la Corte Constitucional determinó lo siguiente:

“La prescripción constituye una sanción frente a la inactividad de la administración, el fin esencial de la misma, está íntimamente ligado con el derecho que tiene el procesado a que se le defina su situación jurídica, pues no puede el servidor público quedar sujeto indefinidamente a una imputación, lo que violaría su derecho al debido proceso y el interés de la propia administración a que los procesos disciplinarios concluyan”
. 

En la misma decisión, esa Alta Corporación dispuso que en materia disciplinaria:

“La prescripción permite tener certeza de que a partir de su declaratoria la acción disciplinaria iniciada deja de existir. En este sentido, la necesidad de un equilibrio entre el poder sancionador del Estado, y el derecho del servidor público a no permanecer indefinidamente sub judice y el interés de la administración en ponerle límites a las investigaciones, de manera que no se prolonguen indefinidamente, justifica el necesario acaecimiento de la prescripción de la acción”

Es de resaltar, que las consideraciones de la Corte Constitucional antes citadas pueden ampliarse para de esta manera ser aplicadas en materia de régimen sancionador de los abogados, ya que la prescripción cumple exactamente los mismos fines dispuestos con antelación, circunscritos a la limitación del poder que ostenta el Estado para sancionar las conductas disciplinariamente reprochables según mandato del legislador, en garantía de los derechos de los investigados, para así contribuir al establecimiento de un equilibrio entre el ciudadano y el poder estatal como portador de variedad de herramientas de persecución, amplias pero no ilimitadas según lo dispone la norma.

En el sub judice, tal como se mencionó anteriormente, por girar en torno a unas faltas cometidas en vigencia del Decreto 196 de 1971, el examen de la prescripción se deberá realizar bajo los parámetros del artículo 17 de la Ley 20 de 1972, que modificó el artículo 88 del Decreto 196 de 1971, que a la letra reza: 
“Las acciones por faltas disciplinarias y por faltas contra la ética y los deberes profesionales del abogado, prescriben en cinco (5) años”.

De manera que, con relación al término prescriptivo en estos casos, esta Superioridad ha reiterado que la vigencia del artículo 17 de la Ley 20 de 1972 y sus efectos derogatorios sobre el artículo 88 del Decreto 196 de 1971, debe abordarse desde el ámbito propio del derecho sancionador y por esta vía resolver el conflicto de leyes acogiendo el principio rector de la favorabilidad, consagrado en los artículos 29 de la Constitución Política, 6 de la Ley 600 de 2000, al que remite el artículo 20 de la Ley 20 de 1972, y el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, adecuando además la interpretación jurídica del Estatuto del Abogado a los valores, garantías y derechos constitucionales que reconocen la dignidad humana como eje central del Estado Social de Derecho y que propugnan por la celeridad en los diferentes procesos.
En igual sentido se pronunció la Corte Constitucional en Sentencia C-693 del 12 de agosto de 2003 con ponencia del Doctor Álvaro Tafur Galvis.

Con todo, al realizar un análisis de los elementos de juicio y pruebas obrantes en el proceso es posible inferir, que si bien los hechos denunciados relacionados directamente con la falta de honradez tuvieron lugar entre los últimos días del mes de mayo de 2003 (según adujo la quejosa), en atención a la naturaleza de la conducta que se le endilgó a la togada en primera instancia, se infiere que se trata de una conducta permanente, lo cual se encuentra reforzado en el hecho que la misma investigada adujo que recibió una suma de dinero que no se encuentra registrada en los extractos proporcionados por el ICETEX (Folio 90 del c.o), de manera que entratándose de una conducta de carácter permanente, se desvirtúa la procedencia de la figura de la prescripción de la acción disciplinaria.

5.- Valoración probatoria:

La apelante expuso que se debió escuchar en declaración a la señora LUZ MARINA SALAMANDRA MARTÍNEZ y al señor NICOLÁS SALAMANDRA MARTÍNEZ, frente a esto la Sala considera que este no es el momento procesal para realizar tal solicitud probatoria, en la mediada en que esta se debió efectuar de manera clara y precisa ante la Magistrada de instancia, con el debido desarrollo de los temas relativos a la pertinencia, conducencia y utilidad de dichas declaraciones.

Por otra parte, la recurrente afirmó en su escrito que el testimonio de la ex directora del ICETEX, MARÍA HELENA ROMAÑA DE RODRÍGUEZ, no habilita para deducir la existencia del hecho, frente a este argumento resulta pertinente manifestar que en el trámite de la primera instancia no se tomó como único referente la declaración de la señora MARÍA HELENA ROMAÑA, sino por el contrario la materialidad de la falta también se sustentó en las distintas declaraciones realizadas por la investigada en los alegatos de conclusión, que acreditaron que la togada recibió una suma de dinero a efectos de cancelar lo adeudado por la quejosa en el ICETEX, cantidad que no se registra en los extractos del crédito educativo.

Finalmente, en lo relativo a la versión libre rendida el 11 de febrero de 2010, no puede afirmarse que fue tomada como una confesión, toda vez que esta aseveración desvirtúa la esencia misma de dicha figura, es decir como una declaración no juramentada que se presenta en el trámite disciplinario y que brinda una oportunidad al investigado para aclarar los hechos traídos de presente en la queja, sin que se especifique como presupuesto suficiente para configurar la materialidad de la falta. 

Por otro lado, la recurrente adujo en la sustentación del recurso que no se demostró la entrega del dinero que mencionó la señora CANDELARIA RAMÍREZ  en su escrito de queja, frente a esto la Sala considera que en el curso del proceso  disciplinario se acreditó plenamente la entrega de un dinero por parte de la quejosa a la togada a efectos de abonar dinero para el pago de su crédito educativo, lo cual se confirmó en la audiencia de juzgamiento, específicamente en la exposición de los alegatos de conclusión presentados por la doctora FRANCISCA PACHECO RENTERÍA que obra a folio 129 y CD 6 del cuaderno original.

6.- Primacía derecho sustancial sobre las formalidades:
La apelante arguye que la sentencia recurrida contraria el artículo 35 de la Ley 270 de 1996, empleó la  formula “ADMINISTRAR JUSTICIA EN NOMBRE DEL PRUEBLO Y POR AUTORIDAD DE LA LEY”, lo cual contraria los postulados de la norma, y en igual sentido se avizora una imprecisión jurídica frente al uso del termino “indagación preliminar”, cuando de conformidad con el artículo 104 de la Ley 1123 de 2007, el término acertado es “trámite preliminar”.

Como primera medida, se encuentra que la Ley 270 de 1996, contempla una serie de formalidades no en su articulo 35 sino en el artículo 55 que deben ser tenidas en cuenta en la elaboración de providencias judiciales, entre las cuales resalta que la parte resolutiva de las sentencias estará precedida de las siguientes palabras: ”ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY”, frente al particular es dable establecer que no obstante se evidencia un mal uso de tal forma jurídica a folio 146 del cuaderno original, la Sala considera que dicha imprecisión no ostenta la vocación suficiente para desvirtuar el contenido material de una providencia judicial y de la decisión allí contenida, teniendo en cuenta que “la forma jurídica existe para dar estabilidad y orden al contenido jurídico que ha de aplicarse. La materia determina la forma, y no al revés; por ello, ésta debe estar proporcionada a aquella. Partiendo de este hecho, se colige que lo formal en ningún caso puede primar sobre lo material. La forma jurídica se sustancializa cuando ya está preconstituido el derecho sustancial que garantiza y protege. Pero pretender que una situación jurídica consolidada en lo material no es tal por faltar un requisito formal, es contrariar, a todas luces, el espíritu de la Carta. No se puede negar la substancia por la ausencia del accidente; entonces no se puede desconocer una situación jurídica real, por no haberse establecido un ritual no sustancial”
.

La Sala considera que lo anterior es plenamente aplicable a lo concerniente a la utilización del término indagación preliminar en lugar del concepto de trámite preliminar de conformidad con las precisiones contenidas en el artículo 104 de la Ley 1123 de 2007, de igual manera la Sala considera que el término no es impreciso ya que se encuentra contemplado en el mismo artículo citado por la apelante y por ende este no es un elemento suficiente para desvirtuar el contenido de la providencia recurrida.
7.- Existencia objetiva de la conducta y adecuación típica
La falta endilgada se encuentra descrita en el artículo 54 numeral 4º del Decreto 196 de 1971, de igual manera la Magistrada de instancia consideró vulnerado el deber contemplado en el articulo 47 numeral 4º del mismo complejo normativo, que a la letra rezan:  

“ARTICULO 54. Constituyen faltas a la honradez del abogado: 

(…)

4º. Utilizar tales dineros, bienes o documentos en provecho propio o de un tercero”

“ARTICULO 47. Son deberes del abogado: 


    (…)

   4o. Obrar con absoluta lealtad y honradez en sus relaciones con los clientes”

La materialidad u objetividad de la falta endilgada a la abogada FRANCISCA PACHECO RENTERIA está demostrada con las pruebas legal y oportunamente allegadas al expediente disciplinario, así: 

· Se demostró que la abogada prestaba sus servicios como abogada externa del ICETEX seccional Quibdo, no obstante las certificaciones emitidas por dicha entidad, se toma como fundamento de tal afirmación la declaración rendida por la señora MARIA HELENA ROMAÑA DE RODRIGUEZ, directora del ICETEX en dicha seccional, para la época en que la doctora FRANCISCA PACHECO, prestó sus servicios consistentes en la realización de cobros coactivos a los deudores morosos de créditos educativos, la cual aseveró que contrató directamente los servicios de la profesional del derecho, por lo cual se encuentra acreditada su vinculación a dicha entidad financiera (Folio 123 y CD 5 del c.o)

· La quejosa adujo a lo largo de la actuación disciplinaria, que hizo entrega a la investigada, dos cuotas de su crédito educativo, que la profesional del derecho no consignó en el ICETEX, y cada cuota correspondía a la suma de ($75.000) tal como consta en el escrito presentado por la denunciante (Folio 1 y 2 del c.o), sin embargo no existe sustento probatorio que sustente la cancelación de $150.000 correspondientes a las dos ultimas cuotas del crédito educativo a nombre de la quejosa.

· Por otra parte, de las declaraciones expuestas por la profesional del derecho investigada, en desarrollo del proceso disciplinario, hasta la audiencia de juzgamiento en la presentación de los alegatos de conclusión, reafirmó que recibió la suma de $100.000 por parte de la quejosa para efectos de la cancelación de los dineros adeudados en su crédito educativo (Folio 129 y CD 6 del c.o) 

· A folio 90 del cuaderno original se encuentra el extracto de los registros sistematizados que evidencian los pagos realizados del crédito educativo de la quejosa, y del mismo no se infiere la consignación del dinero entregado por la señora CANDELARIA RAMÍREZ MOSQUERA a la investigada.

Con todo, la conducta endilgada a la doctora FRANCISCA PACHECO RENTERIA,  es de carácter permanente, por consiguiente esta subsiste mientras la abogada se mantenga en el deber de hacer entrega de aquello que no le pertenece, como son los dineros que se reciben de otras personas por cuenta del cliente y en su lugar los utiliza en provecho propio.

Así las cosas, como quiera que estamos ante un mandato desarrollado como una inusual cobranza de una abogada a nombre del ICETEX, que la facultaba para recibir dinero de los deudores morosos, y que en el caso de la señora CANDELARIA RAMIREZ MOSQUERA, las sumas no fueron entregadas a la entidad para la que prestaba los servicios de cobro de cartera, por lo cual considera la Sala que se encuentran configurados los elementos constitutivos de la falta endilgada.

Por otra parte, en lo concerniente al deber consagrado en el articulo 47 numeral 4º del Decreto 196 de 1971,  en las pruebas obrantes en el proceso y con base en lo expuesto con antelación, se encuentra plenamente acreditado que la abogada investigada infringió el deber de obrar con honradez en las relaciones con sus clientes, que para el caso concreto se trata del ICETEX, de igual manera resulta claro que este deber se extiende de igual manera hacia la contraparte dentro de las actuaciones encomendadas por el mandante.

8.- Antijuridicidad
La norma exige para la configuración de la responsabilidad disciplinaria que la conducta reprochable se realice sin justa causa, de manera que resulta pertinente indagar con respecto a si la conducta de la profesional del derecho se encuentra justificada:

De las pruebas analizadas se desprende con toda certeza, que la investigada utilizó dineros recibidos de otra persona por cuenta del cliente en provecho propio, conducta que a juicio de la Sala, atenta contra los deberes de lealtad y honradez exigibles a los profesionales del derecho en el desarrollo de las gestiones a ellos encomendadas, sin que se encuentre en la foliatura del expediente causales de exclusión de responsabilidad disciplinaria.

9.- Culpabilidad
Respecto de la culpabilidad, debe decirse que la utilización de dinero, es una falta eminentemente dolosa, y dada la condición profesional  de la disciplinada, ésta conocía plenamente el contenido y alcance de los deberes y de los elementos integrantes de su proceder antiético, optando por su realización, omitiendo el deber de honradez exigible a los abogados, cuando representan los intereses de una de las partes en conflicto, tal como se configura en el caso de la doctora FRANCISCA PACHECO RENTERIA, quien se encargaba de realizar el cobro de cartera de los deudores morosos del ICETEX.
En consecuencia, esta jurisdicción disciplinaria resulta legitimada para reprochar la conducta de la abogada FRANCISCA PACHECO RENTERIA, quien bajo el ejercicio de un derecho, usando su condición profesional, arremetió  contra sus propias obligaciones como mandatario del ICETEX, utilizando unos dineros que le fueron entregados por otra persona por cuenta de su cliente y que utilizó con propósitos personales, a sabiendas de que ello constituye falta contra la honradez, por lo que resulta inexcusable su proceder.

10.- Dosimetría de la Sanción
En lo relativo a la sanción de suspensión de un (1) mes en el ejercicio de la profesión, impuesta  a la togada debe confirmarse, pues la conducta en que incurrió comporta una directa violación contra los intereses de la quejosa y los deberes como profesional del derecho, que se concreta en el cumplimiento de los presupuestos constitutivos de la falta contra la honradez, por lo cual la sanción cumple con los parámetros legales, dada la gravedad, modalidad y circunstancias de la falta. 

Así las cosas, siendo consecuentes con las pruebas acopiadas y la falta disciplinaria en consideración, se llega a la indubitable conclusión que la letrada FRANCISCA PACHECO RENTERÍA, no consignó los dineros entregados por la quejosa y en su lugar los utilizó sin justificación alguna, razón por la cual no se revocará la sanción de suspensión de un (1) mes en el ejercicio de la profesión y se procederá a confirmar el fallo de instancia en dicho sentido, pues la sanción impuesta resulta acorde con la gravedad y la modalidad de la falta.

No obstante, la confirmación precitada debe ser realizada con reserva en la medida que dicha sanción no se encuentra contemplada en la ley, ya que en el Decreto 196 de 1971 artículo 59 se establece que “la suspensión consiste en la prohibición del ejercicio de la abogacía por un término no inferior a dos meses ni superior a dos años”, pero en aras de garantizar el principio de la no reformatio in pejus y la primacía del mismo sobre el principio de legalidad, la Sala mantiene la sanción impuesta en el tramite de la primera instancia.

Como refuerzo de los argumentos consignados con antelación se tiene que la Corte Constitucional
, en lo relativo a la preeminencia del principio de la no reformateo in pejes sobre el principio de legalidad  ha mencionado que:

“La tensión entre la no reformatio in pejus y el principio de legalidad se pondera de tal manera que se da prelación al primero sobre el segundo: Al condenado no se lo puede hacer víctima de los errores cometidos por los agentes estatales al momento de la imposición de la pena, mucho más si en el proceso existen mecanismos que permitían ajustar la pena a la ley sin menoscabar los derechos fundamentales del sentenciado (…) La proscripción de la reforma en perjuicio del condenado que es apelante único es un derecho fundamental.  Y lo es en múltiples dimensiones.  Lo es formalmente en cuanto ha sido dotado por el constituyente, de manera expresa, de esa calidad.  Lo es materialmente porque se trata de un derecho del individuo que se ha transformado en derecho constitucional positivizado.  Y lo es procesalmente en cuanto se trata de un derecho cuya formulación jurídica no está al alcance de los poderes jurídicos constituidos. La no reformatio in pejus, como derecho fundamental, afianza un ámbito de realización del ser humano en un espacio concreto y, de forma correlativa, delimita el espacio de acción estatal.  Si bien el Estado, tras la comisión de un delito, se halla legitimado para adelantar un proceso, demostrar la responsabilidad que les asiste a los autores o partícipes y someterlos a una pena, no puede hacerlo de cualquier manera pues debe respetar las barreras de contención impuestas por el constituyente.  Y entre tales barreras se encuentran los derechos fundamentales de los individuos y, para lo que aquí interesa, aquél que le garantiza a un condenado que su pena no será agravada si está asistido de la calidad de apelante único.  (…) El principio de legalidad también tiene raigambre constitucional.  Sin embargo, el constituyente no ha dicho que para sacar avante ese principio se han de sacrificar los derechos fundamentales.  Por el contrario, estas facultades históricamente reconocidas y positivizadas, fueron asumidas por él como inalienables al ser humano y como determinadoras de su dignidad”

La información contenida con antelación a pesar de estar inspirada en el derecho penal, se aplica plenamente a la situación en concreto, por lo cual en el sub examine la Sala no procede a tomar medidas drásticas tales como la declaratoria de nulidad y por el contrario confirma la sanción impuesta.
11.- Otras determinaciones: 

Esta Colegiatura encuentra en el presente asunto, que en la providencia adiada el 5 de noviembre de 2010 proferida por los doctores PIEDAD ELENA MARTÍNEZ GIRALDO y JESÚS ORLANDO PALTA GUZMÁN Magistrados de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Chocó, por medio de la cual se sancionó a la togada FRANCISCA PACHECO RENTERÍA con suspensión de un (1) mes en el ejercicio de la profesión, tras ser hallada disciplinariamente responsable de la falta descrita en el numeral 4° del artículo 54 del Decreto 196 de 1971 y del deber contemplado en el artículo 47 numeral 4° del mismo complejo normativo, constituye un yerro toda vez que se impuso una sanción no contemplada en la ley en el entendido que el artículo 59 del Decreto 196 de 1971, determina que “la suspensión consiste en la prohibición del ejercicio de la abogacía por un término no inferior a dos meses ni superior a dos años”, por consiguiente la Sala compulsará copias de la presente actuación a esta Superioridad, para que se investiguen las posibles irregularidades en la conducta de los Magistrados mencionados.
En mérito de lo expuesto, el Consejo Superior de la Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR integralmente la sentencia apelada, mediante la cual se sancionó con un (1) mes de suspensión en el ejercicio de la profesión a la abogada FRANCISCA PACHECO RENTERÍA, tras hallarla responsable de la falta descrita en el artículo 54 numeral 4 del Decreto 196 de 1971 en concordancia con el deber consagrado en el artículo 47 numeral 4° del mismo Decreto, conforme a lo expuesto en la parte motiva de este proveído.
SEGUNDO: ANÓTESE la sanción en el Registro Nacional de Abogados, fecha a partir de la cual la sanción empezará a regir, para cuyo efecto se comunicará lo aquí resuelto a la Oficina encargada de dicho registro, enviándole copia de esta sentencia con constancia de su ejecutoria.

TERCERO: se ORDENA la compulsa de copias contra los doctores PIEDAD ELENA MARTÍNEZ GIRALDO y JESÚS ORLANDO PALTA GUZMÁN, Magistrados de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Chocó  quienes conformaron Sala dual en la decisión recurrida, conforme a la parte motiva de este proveído.
CUARTO: REMÍTASE el expediente a la Colegiatura de instancia.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

HENRY VILLARRAGA OLIVEROS            JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO         

Presidente                                                 Vicepresidente

JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ              ANGELINO LIZCANO RIVERA                  

                Magistrada                                                         Magistrado

MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA    JORGE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ      

               Magistrada                                                           Magistrado

PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO

Magistrado

YIRA LUCÍA OLARTE ÁVILA

Secretaria Judicial
� Con ponencia de la Magistrada PIEDAD ELENA MARTÍNEZ GIRALDO, aprobado en acta 30 del 4 de noviembre de 2010, en sala dual con el Magistrado JESÚS ORLANDO PALTA GUZMÁN.


� Sentencia C-556/01. M.P. Dr. ALVARO TAFUR GALVIS


� Sentencia C-556/01. M.P. Dr. ALVARO TAFUR GALVIS


� Sentencia T-197/95. M.P DR. VLADIMIRO NARANJO MEZA


� Sentencia SU.1722/00, M.P DR. (E) JAIRO CHARRY RIVAS “El principio de legalidad se traduce en la necesidad imperiosa e insoslayable de que el legislador defina previamente el delito y la pena, el juez competente y las formas propias de cada juicio. Esa exigencia constitucional constituye, como lo ha señalado la jurisprudencia� de la Corte una garantía de libertad y de seguridad para el ciudadano y correlativamente, un medio de limitación del poder punitivo del Estado que ejerce a través de los operadores judiciales.   (…) La prohibición de la no “reformatio in pejus”, que es al tiempo una garantía constitucional y un principio procesal, que se inserta dentro de la noción del debido proceso. Según este principio, cuando la apelación de una sentencia de condena sea interpuesta exclusivamente por el procesado o su defensor, el “ad quem” no podrá agravar la situación del recurrente aumentando la pena impuesta por el “a quo”. Eso significa que la situación del apelante podría mejorarse pero jamas hacerse más gravosa, porque se considera, en virtud del principio en cuestión, que la apelación se entiende interpuesta en lo desfavorable de la providencia que se recurre. No se puede desconocer que la apelación es un medio procesal mediante el cual, el sujeto afectado con una medida judicial se propone justamente controvertir los fundamentos en que se apoya la decisión para lograr que se mejore, al menos su situación jurídica, sino consigue que la medida se revoque en su integridad. Cuando el procesado es el apelante único de una sentencia de condena, es claro que su objetivo es lograr que se mejore su situación disminuyendo la pena, porque resulta contrario a toda lógica, que lo hiciera para agravar su propia situación. Por eso, en tal caso, el juez debe centrar su decisión exclusivamente en las pretensiones del recurrente, para resolver si son o no conducentes, ya que son ellas las que dan origen al pronunciamiento judicial, de suerte que en el peor de los casos, el recurso no puede desatarse aumentando la pena original”





� Sentencia T-1186/03, M.P DR. JAIME CÓRDOBA TRIVIÑO





